SENTENCIA DE 27.4.1995 — ASUNTO 'T-96/92

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
(Sala Segunda ampliada)
de 27 de abril de 1995~

En el asunto T-96/92,

Comité central d’entreprise de la Société générale des grandes sources, 6rgano
de representacién del personal, con sede social en Paris, regulado por el Libro IV
del code du travail francés,

Comité d’établissement de la Source Perrier, 6rgano de representacién del perso-
nal regulado por texto legal antes mencionado,

Syndicat CGT (Confédération générale du travail) de la Source Perrier, sindicato
profesional regulado por el texto legal antes mencionado, y

Comité de groupe Perrier, érgano de representacién del personal regulado por el
texto legal antes mencionado,

con sede social en Vergéze (Francia),

representados por M® Jean Méloux, Abogado de Montpellier, en la fase escrita del
procedimiento, y por M® Héléne Masse-Dessen, Abogada en la Cour de cassation
y en el Conseil d’Etat franceses, en la vista, que designan como domicilio en Luxem-

burgo el despacho de M® Guy Thomas, 77, boulevard Grande-Duchesse Charlotte,

* Lengua de procedimiento: francés.

II - 1216



CCE DE LA SOCIETE GENERALE DES GRANDES SOURCES Y OTROS / COMISION

partes demandantes,

contra

Comisién de las Comunidades Europeas, representada los Sres. Francisco Enri-
que Gonzilez Diaz, miembro de su Servicio Juridico, y Géraud de Bergues, fun-
cionario nacional adscrito al Servicio Juridico de la Comisién, en calidad de Agen-
tes, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho del Sr. Georgios
Kremlis, miembro de su Servicio Juridico, Centre Wagner, Kirchberg,

parte demandada,

que tiene por objeto que se anule la Decisién 92/553/CEE de la Comisién, de
22 de julio de 1992, relativa a un procedimiento de aplicacién del Reglamento (CEE)
n° 4064/89 del Consejo (Asunto n® IV/M.190 — Nestlé/Perrier; DO L 356, p. 1),

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Sala Segunda ampliada),

integrado por los Sres.: B. Vesterdorf, Presidente; D.P.M. Barrington, A. Saggio,
H. Kirschner y A. Kalogeropoulos, Jueces;

Secretario: Sr. H. Jung;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 5 de
octubre de 1994;

dicta la siguiente
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Sentencia

Hechos y procedimiento

El 25 de febrero de 1992, Nestlé SA (en lo sucesivo, «Nestlé») notificé a la Comi-
sién, conforme al apartado 1 del articulo 4 del Reglamento (CEE) n° 4064/89 del
Consejo, de 21 de diciembre de 1989, sobre el control de las operaciones de con-
centraciéon entre empresas (DO L 395, p.1; en lo sucesivo, «Reglamento
n° 4064/89»), una oferta piblica de adquisicién (en lo sucesivo, «OPA») relativa a
las acciones de Source Perrier SA (en lo sucesivo, «Perrier»). Dicha OPA habfa sido
lanzada, el 20 de enero de 1992, por Demilac SA (en lo sucesivo, «Demilac»), filial
controlada conjuntamente por Nestlé y el banco Indosuez. Nestlé y Demilac afir-
maban que se habian obligado, en caso de que la OPA diera resultado, a vender al
grupo BSN una de las filiales de Perrier, a saber, la sociedad Volvic.

Una vez efectuado el examen de la notificacién, la Comisién decidié, el 25 de marzo
de 1992, con arreglo a la letra c) del apartado 1 del articulo 6 del Reglamento
n° 4064/89, iniciar el correspondiente procedimiento, debido a que la operacién de
concentracién notificada planteaba serias dudas sobre su compatibilidad con el mer-
cado comtin. En opinién de la Comisién, la operacién podia suponer la creacién de
una posicién dominante bien de la entidad Perrier-Nestlé considerada aisladamente,
bien de Perrier-Nestlé y BSN consideradas conjuntamente.

El 25 de mayo de 1992, Nestlé y BSN fueron oidos por la Comisién en calidad de
«partes interesadas».

Mediante escrito de 19 de junio de 1992, el sindicato CGT de la Source Perrier (en
lo sucesivo, «CGT Perrier») solicité a la Comisién informacién sobre la investiga-
cién en curso sobre la operacién de adquisicién de Perrier por Nestlé-Demilac. A
raiz de dicho escrito, los servicios de la Comisién se prestaron a convocar una
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reunién informativa, que se celebré el 2 de julio de 1992. Durante la misma, los
representantes del sindicato comunicaron a la Comisién sus inquietudes respecto a
las repercusiones sociales de la operacién de concentracién notificada y presenta-
ron un expediente que contenia, en particular, informes de reuniones del comité
d’établissement y del comité de groupe de Perrier, documentos relativos a las ges-
tiones emprendidas ante las autoridades judiciales y administrativas francesas, asi
como comunicados sindicales y restimenes de prensa. Al dfa siguiente, CGT Perrier
transmitié a la Comisién, que habia solicitado datos cuantitativos sobre consecuen-
cias sociales de la adquisicién de Perrier por Nestlé, el informe anual de Perrier
correspondiente a 1991.

El 22 de julio de 1992 la Comisidn, a la vista de los compromisos contraidos frente
a ella por Nestlé, adoptd la Decisién 92/553/CEE, relativa a un procedimiento de
aplicacién del Reglamento n°4064/89 del Consejo (Asunto n°®IV/M.190 —
Nestlé/Perrier; DO L 356, p. 1; en lo sucesivo, «Decisién»), por la que se declaraba
que la concentracién era compatible con el mercado comin. La Decisién supedita
esta declaracion de compatibilidad al cumplimiento de todas las condiciones y obli-
gaciones contenidas en el compromiso contraido por Nestlé (véanse el considerando
136 y el articulo 1 de la parte dispositiva de la Decisién). Dichas condiciones y
obligaciones, que tienen por objeto facilitar la entrada en el mercado francés de
aguas embotelladas por un competidor dotado de los recursos adecuados para hacer
una competencia efectiva a Nestlé y BSN, pueden resumirse de la siguiente manera:

— Nestlé debe vender a este competidor las marcas y los manantiales Vichy, Tho-
non, Pierval, Saint-Yorre y algunos otros manantiales locales.

— La eleccién del comprador, que deberd disponer de unos recursos financieros y
de una experiencia suficientes en el sector de las bebidas o de los productos ali-
menticios de marca, se someteri a la aprobacién de la Comisién.

— Nestlé se abstendrd de proporcionar ningin dato relativo a su volumen de
ventas de una antigiiedad inferior a un afio a las asociaciones del sector o a
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cualquier otra entidad que pudiera facilitar dicha informacién a otros
competidores, mientras persista en el mercado francés del agua embotellada la
estructura de oligopolio cerrado que existe en la actualidad.

Nestlé debe mantener los activos e intereses procedentes de Perrier al margen
de sus propias operaciones hasta que se haya llevado a cabo la mencionada venta
de las marcas y los manantiales.

Nestlé no deberi efectuar, durante el citado periodo, cambios estructurales en
la configuracién de Perrier sin aprobacién previa de la Comision.

Nestlé no debe ceder a ninguna otra entidad comercial de su grupo ninguna
informacién comercial o industrial de caricter confidencial o interna a la socie-
dad procedente de Perrier.

Nestlé no podrid vender Volvic a BSN hasta que se produzca la venta de las
marcas y manantiales anteriormente citados.

Nestlé no podra comprar, directa o indirectamente, durante un periodo de diez
afios, las marcas y manantiales que se compromete a enajenar, y deberd infor-
mar a la Comisién de toda adquisicién que pueda realizar, durante un periodo
de cinco afios a partir de la fecha de la Decisién, de cualquier empresa produc-
tora de agua embotellada en Francia cuya cuota de mercado supere el 5 %.

Mediante recurso presentado en la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia el
5 de noviembre de 1992, el comité central d’entreprise de la Société générale des
grandes sources (en lo sucesivo, «CCE Perrier»), el comité d’établissement de la
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Source Perrier (en lo sucesivo, «CE Perrier»), CGT Perrier y el comité de groupe
Perrier (en lo sucesivo, «CG Perrier») solicitaron, con arreglo al articulo 173 del
Tratado CE, la anulacién de la Decisién impugnada.

Mediante escrito separado, registrado en la Secretarfa del Tribunal de Primera Ins-
tancia el 9 de noviembre de 1992, los demandantes también presentaron, con arre-
glo a los articulos 185 y 186 del Tratado CE, una demanda de medidas provisio-
nales para conseguir la suspensién de la ejecucidn del acto impugnado.

Dicha demanda de medidas provisionales fue desestimada mediante auto del Pre-
sidente del Tribunal de Primera Instancia de 15 de diciembre de 1992, CCE gran-
des sources y otros/Comisién (T-96/92 R, Rec. p. I1-2579). Se reservé la decisién
sobre las costas.

En el marco del recurso de anulacién de la Decisién impugnada, la fase escrita del

rocedimiento concluyé el 28 de junio de 1993. Visto el informe del Juez Ponente,
el Tribunal de Primera Instancia decidid iniciar la fase oral sin previo recibimiento
a prueba. La vista se celebrd el 5 de octubre de 1994,

Pretensiones de las partes

Las partes demandantes solicitan al Tribunal de Primera Instancia que:

— Acuerde la admisién del presente recurso de anulacién.

— Anule lIa Decisién controvertida y ordene a la Comisién que proceda segiin lo
dispuesto en el apartado 4 del articulo 8 del Reglamento n® 4064/89.
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— Condene en costas a la Comisién y, con arreglo al apartado 3 del articulo 87 y
a la letra b) del articulo 91 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de
Primera Instancia, al pago de 20.000 ECU.

La parte demandada solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Desestime el presente recurso.

— Condene solidariamente en costas a las partes demandantes.

Admisibilidad

Exposicién sumaria de las alegaciones de las partes

La Comisién, plantea simultineamente el debate sobre el fondo y una excepcién de
inadmisibilidad del presente recurso. Alega, con caricter preliminar, que la admi-
sibilidad de un recurso estd supeditada no sélo a que concurran los dos requisitos
enunciados en el articulo 173 del Tratado CE, que exige que el acto impugnado
afecte directa e individualmente a los demandantes, sino también a la justificacion
de un interés para ejercitar la accién (véanse las sentencias del Tribunal de Justicia
de 31 de marzo de 1977, Exportation des sucres/Comisién, 88/76, Rec. p. 709, y de
10 de julio de 1986, DEFI/Comisién, 282/85, Rec. p. 2469). En el presente caso, la
Comisién considera que los demandantes no justifican dicho interés, teniendo en
cuenta la finalidad esencial del Reglamento n® 4064/89, que consiste en mantener y
desarrollar una competencia efectiva en el mercado comin. Admite, en verdad, que
su apreciacién de los efectos que una operacién de concentracién produce en la
competencia debe inscribirse en el marco general de la realizacién de los objetivos
fundamentales establecidos en el articulo 2 del Tratado, incluido el de reforzar la
cohesién econémica y social de la Comunidad establecido en el articulo 130 A del
Tratado CE, como recuerda el decimotercer comsiderando del Reglamento
n° 4064/89. No obstante, dicho considerando no exige el anilisis detallado del
impacto de una concentracién sobre la situacién del empleo en una determinada
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empresa, sino que se tengan en cuenta los efectos previsibles sobre la situacién del
empleo en el conjunto de la Comunidad o una parte de ésta. Segtin la Comisién,
los representantes reconocidos de los trabajadores sélo pueden acreditar un interés
digno de proteccién si pueden mostrar, al menos a primera vista, que una opera-
cién de concentracién, autorizada por esta Institucién, puede menoscabar sensible-
mente los objetivos sociales contemplados en el articulo 2 del Tratado CE.

Por otra parte, la Comisién sostiene que los demandantes carecen de legitimacién,
en la medida en que no cumplen los dos requisitos de admisibilidad enunciados en
el articulo 173 del Tratado, antes citado. En primer lugar, niega que la Decisién
afecte individualmente a los demandantes. Recuerda, a este respecto, que los terce-
ros sélo cumplen este requisito cuando la Decisién de que se trate les afecte debido
a determinadas caracteristicas particulares o a una situacién fictica que les distinga
de cualquier otra persona y, por este motivo, los individualice de forma aniloga a
la del destinatario. De ello deduce que los terceros intercsados que no intervinieron
en el procedimiento administrativo carecen de legitimacién para impugnar la Deci-
sién adoptada a raiz de dicho procedimiento. Alega que, tanto en materia de com-
petencia como en materia de ayudas de Estado, de dumping y de subvenciones, el
Tribunal de Justicia ha reconocido la legitimacién de los terceros que disponen de
garantfas procesales, con objeto, precisamente, de permitirles controlar el respeto
de tales derechos procesales (véanse las sentencias de 25 de octubre de 1977,
Metro/Comisién, 26/76, Rec. p. 1875; de 4 de octubre de 1983, Fediol/Comisién,
191/82, Rec. p. 2913, y de 28 de enero de 1986, Cofaz y otros/Comisién, 169/84,
Rec. p.391). Por lo tanto, admitir la legitimacién de un demandante que no ha
intentado ejercitar sus derechos procesales equivaldria a establecer un procedimiento
alternativo al previsto por la normativa comunitaria, en este caso por el apartado
4 del articulo 18 del Reglamento n° 4064/89.

La Comisién sefiala que, en el presente caso, el CCE Perrier, el CE Perrier y CG
Perrier no participaron en el procedimiento. Por consiguiente, la Decisién contro-
vertida no puede afectarles individualmente.
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Por lo que se refiere al sindicato CGT Perrier, la Comisién admite que participd,
por decisién propia en el procedimiento. No obstante, sostiene que, para acreditar
que la Decisién le afecta individualmente, dicho sindicato debe demostrar previa-
mente que representa, conforme al Derecho nacional aplicable, a todo el personal
de Perrier y no sélo a sus propios miembros, dado que asi lo exige el apartado
4 del articulo 18 del Reglamento n° 4064/89. A este respecto, la Comisién toma
nota, en su ddplica, de las observaciones de los demandantes, segiin las cuales CGT
Perrier responde al concepto de representante reconocido de los trabajadores de una
empresa, a efectos del articulo 18 del Reglamento n° 4064/89.

En segundo lugar, la Comisién considera que en cualquier caso, aun suponiendo
que la Decisién afecte individualmente a CGT Perrier, en la medida en que pre-
sent6 sus observaciones durante el procedimiento, dicha Decisién, al igual que a las
demaés demandantes, no puede afectarle directamente. A este respecto, la Comisién
recuerda que, segiin una jurisprudencia reiterada, un particular estd directamente
afectado por un acto comunitario cuando los efectos juridicos que soporta derivan
tnica y directamente de dicho acto. Ahora bien, en virtud de las disposiciones de la
Directiva 77/187/CEE del Consejo, de 14 de febrero de 1977, sobre la aproxima-
cién de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los
derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de
actividad o de partes de centros de actividad (DO L 61, p. 26; EE 05/02, p. 122; en
lo sucesivo, «Directiva 77/187»), la Decisién no puede ser la causa real e inmediata
de posibles despidos, decididos por el grupo Nestlé dentro del grupo Perrier, ni de
que, en su caso, se cuestionen determinadas ventajas colectivas de las que gocen los
trabajadores de Perrier.

Los demandantes sostienen, por su parte, que la excepcién de inadmisibilidad pro-
puesta por la Comisién es infundada. Para demostrar que estin legitimadas para
impugnar la Decisién, se basan en el apartado 4 del articulo 18 del Reglamento
n° 4064/89, que menciona a «los representantes reconocidos de los trabajadores» de
las empresas afectadas por la operacién de concentracién de que se trate entre las
personas fisicas o juridicas que pueden justificar un «interés suficiente» para tener
derecho a ser oidas por la Comisidn, si asi lo solicitan, antes de que esta tltima
adopte su Decisién sobre la concentracién que se le ha notificado. También invo-
can el apartado 1 del articulo 15 del Reglamento (CEE) n°® 2367/90 de la Comisién,
de 25 de julio de 1990, relativo a las notificaciones, plazos y audiencias contempla-
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dos en el Reglamento n° 4064/89 (DO L 219, p. 5; en lo sucesivo, «Reglamento
n° 2367/90»), que confirma lo dispuesto en el apartado 4 del articulo 18, antes citado,
del Reglamento n° 4064/89.

A este respecto, los demandantes subrayan que CGT Perrier es un representante
reconocido de los trabajadores de una de las empresas afectadas por la operacién
de concentracién de que se trata, en el sentido del apartado 4 del articulo 18 del
Reglamento n° 4064/89. Alegan que, con arreglo al articulo L. 411-11 del code du
travail francés, este sindicato estd legitimado para defender no sélo sus propios inte-
reses asi como los de sus afiliados, sino también los intereses colectivos de la pro-
fesién en el seno del grupo Perrier.

Los demandantes alegan que, segin las disposiciones antes citadas del articulo
18 del Reglamento n® 4064/89 y del articulo 15 del Reglamento n® 2367/90, aunque
la Decisién se dirige a los representantes del grupo Nestlé, les afecta directa e indi-
vidualmente, en cuanto representantes reconocidos de los trabajadores de la empresa
Perrier. Por lo menos, hay muy fundada presuncién a favor de la legitimacién de
los demandantes para interponer un recurso, con arreglo al articulo 173 del Tratado,
contra la Decisién impugnada. Esta tesis queda confirmada por el hecho de que
CGT Perrier fue oida, a instancia suya, por la Comisién como tercero interesado.
A este respecto, los demandantes sefialan que el Tribunal de Justicia consagré el
derecho de las terceras empresas a las que un Reglamento otorga garantias proce-
sales durante el procedimiento administrativo, de disponer de una via de recurso
destinada a proteger sus intereses legitimos.

Ademds, los demandantes invocan varias resoluciones dictadas por distintos érga-
nos jurisdiccionales franceses en litigios en los que intervinieron como coadyuvan-
tes para oponerse a las pretensiones de las sociedades Nestlé «cuya operacién de
adquisicién de la totalidad de los activos de Perrier implicaba decisiones que podian
perjudicar gravemente los intereses superiores cuya defensa corresponde legalmente
a los demandantes». Citan, en especial, la resolucién del tribunal de commerce de
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Nimes de 6 de marzo de 1992, el cual, resolviendo sobre un litigio entre Nestlé y
Demilac, por un lado, y Perrier, por otro, admitié la intervencién de los tres comités
citados y del sindicato CGT basindose en que estos dltimos tenian «efectivamente
un interés [...] en el litigio en la medida en que representan a los trabajadores de la
sociedad y del grupo Perrier, a quienes afecta la organizacién juridica y econémica
de su empresa».

En el presente caso, los demandantes alegan en primer lugar que tienen un interés
particular en la anulacién de la Decisién impugnada en la medida en que ésta lesiona
derechos fundamentales de caricter social, reconocidos tanto en el Derecho francés
como en el ordenamiento juridico comunitario y que la Comisién estd obligada a
respetar cuando ejerce su control sobre las operaciones de concentracién con arre-
glo al Reglamento n°® 4064/89. Alegan en particular que el derecho de los trabaja-
dores al mantenimiento del puesto de trabajo y el de sus representantes a la infor-
macién y a la consulta dentro de las empresas tienen su fundamento juridico en la
Carta Social Europea firmada en Turin el 18 de octubre de 1961, en el Protocolo
adicional firmado en Estrasburgo el 25 de mayo de 1988, en la Carta comunitaria
de los derechos fundamentales de los trabajadores firmada en Estrasburgo el 9 de
diciembre de 1989, en la Directiva 75/129/CEE del Consejo, de 17 de febrero de
1975, relativa a la aproximacién de las legislaciones de los Estados miembros que se
refieren a los despidos colectivos (DO L 48, p. 29; EE 05/02, p. 54), en su versién
modificada por la Directiva 92/56/CEE del Consejo, de 24 de junio de 1992 (DO
L 245, p. 3), en la Directiva 77/187, en los articulos 117, 118, 118 A y 118 B del
Tratado CE, asf como en las disposiciones del Convenio Europeo de los Derechos
Humanos que consagran especialmente el derecho a un juicio justo, al respeto a la
vida privada y familiar y a la proteccién contra un trato inhumano y degradante.
En el 4mbito nacional, la Constitucién francesa reconoce también los mencionados
derechos de los trabajadores.

En este contexto, el interés de los demandantes en la anulacién de la Decisidén se
funda segiin ellos en primer lugar en el hecho de que, desde la autorizacién de la
concentracién, Nestlé, que adquirié mediante una OPA la prictica totalidad del
capital de Perrier, habfa modificado la direccién del grupo y de que los nuevos
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administradores habfan decidido suprimir un importante nimero de puestos de tra-
bajo. En efecto, el 23 de marzo de 1992, en una reunién extraordinaria del CCE de
la Société générale des Grandes sources, la direccién habia dado a conocer a los
representantes de los trabajadores su intencién de suprimir, en 1993, 740 puestos
de trabajo en el grupo, en el que habia en total 5.400, porque «los estudios recien-
tes habian confirmado la existencia de un exceso de personal en las sociedades de
agua mineral del grupo». Segiin los demandantes, Nestlé no habria adoptado seme-
jante decisién sin la autorizacién de la operacién de concentracién. Ademis, al
imponer a Nestlé que efectiie nuevas cesiones de empresas mediante transmisién
fuera del grupo Perrier, la Decisién supondria para los trabajadores de las referidas
empresas replantear el convenio colectivo de empresa de 14 de marzo de 1989, en
vigor en el grupo Perrier.

En estas circunstancias, puesto que un sindicato estd facultado para defender el
interés colectivo de la profesién, no puede negarse, segin las demandantes, que
CGT Perrier estd legitimada para solicitar la anulacién de la Decisién que puede
dar lugar a supresiones de puestos de trabajo y que compromete los beneficios
colectivos de un gran nimero de trabajadores de Perrier. Por lo que respecta a los
tres comités demandantes, fundamentan el mismo interés, por un lado en que la
reduccién de la masa salarial afectaria a sus ingresos, que se calculan en relacién con
dicha masa, y, por otro, porque las «supresiones de puestos de trabajo [...] requie-
ren que se les consulte en los distintos grados y en tiempo que permita examinar la
posibilidad [...] de que se revoquen las decisiones adoptadas y en cualquier caso se
modifiquen en un sentido favorable para los trabajadores».

Los demandantes se oponen a la tesis defendida por la Comisién, segiin la cual
el ataque a sus derechos fundamentales que afirman haber sufrido no se deriva
directamente de la Decision. Subrayan que las supresiones de puestos de trabajo
alegadas se producirdn autométicamente como resultado de la Decisién y que, debido
al cambio de empresario y a la reestructuracién de todo el sector de actividad
econdémica en el territorio francés de las aguas embotelladas, a consecuencia de la
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Decisién, un gran ntimero de trabajadores perderin, o al menos verin comprome-
tidas las ventajas colectivas de las que disfrutaban hasta el momento dentro del
grupo Perrier.

Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

Segtin el articulo 173 del Tratado, toda persona fisica o juridica sélo podrd inter-
poner un recurso contra una Decisién dirigida a otra persona si dicha Decisién le
afecta directa e individualmente. Puesto que la Decisién impugnada est dirigida a
Nestlé, procede comprobar si ésta afecta directa e individualmente a los demandan-
tes.

A este respecto, el mero hecho de que un acto pueda ejercer una influencia sobre la
situacién juridica de los demandantes no basta para considerar que les afecta directa
e individualmente. Por lo que se refiere, en primer lugar, al requisito de admisibi-
lidad relativo a la individualizacién de los demandantes, se requiere ademds, segin
una jurisprudencia reiterada, que la Decisién 1mpugnada les afecte debido a ciertas
cualidades que les son propias o a una situacién de hecho que les caracteriza en
relacién con cualesquiera otras personas y las individualiza de una manera andloga
a la de un destinatario (véanse las sentencias del Tribunal de Justicia de 15 de julio
de 1963, Plaumann/Comisién, 25/62, Rec. pp. 197, 223, y de 10 de diciembre de
1969, Eridania y otros/Comisién, asuntos acumulados 10/68 y 18/68, Rec. p. 459,
apartado 7, asi como la sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 28 de octu-
bre de 1993, Zunis Holding y otros/Comisién, T-83/92, Rec. p. II-1169, apartados
34 y 36).

En el presente caso, por lo tanto, debe comprobarseé si la Decisién impugnada afecta
a los demandantes debido a ciertas cualidades que les son propias o a una situacién
de hecho que les caracteriza en relacién con cualesquiera otras personas y les indi-
vidualiza de una manera aniloga a la de un destinatario.
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A tal efecto, debe sefialarse con caricter preliminar que, en el sistema del Regla-
mento n°® 4064/89, la prioridad concedida al establecimiento de un régimen de libre
competencia puede conciliarse, en ciertos casos, en el marco de la apreciacién de la
compatibilidad de una operacién de concentracién con el mercado comiin, con el
hecho de que se tenga en cuenta la incidencia social de dicha operacién, cuando ésta
pueda menoscabar los objetivos sociales contemplados en el articulo 2 del Tratado.
Asi pues, la Comisién puede verse llevada a comprobar si la operacién de concen-
tracién puede tener repercusiones, aun indirectas, en la situacién de los trabajado-
res en las empresas afectadas, que puedan incidir en el nivel o en las condiciones
del empleo en la Comunidad o en una parte sustancial de la misma.

En efecto, la letra b) del apartado 1 del articulo 2 del Reglamento n® 4064/89 exige
a la Comisién que efectiie una valoracién econémica de la operacién de concen-
tracién de que se trate, en la que pueden tenerse en cuenta, en su caso, considera-
ciones de orden social, como lo confirma el decimotercer considerando del mismo
Reglamento, al enunciar que «la Comisién debe situar su apreciacién en el marco
general de la realizacién de los objetivos fundamentales establecidos en el articulo
2 del Tratado, incluido el de reforzar la cohesién econémica y social de la Comu-
nidad establecido en el articulo 130 A». En este marco juridico, la consagracién
expresa, en el apartado 4 del articulo 18 del Reglamento, concretando el principio
enunciado en el decimonoveno considerando, del derecho de los representantes de
los trabajadores de las empresas afectadas a ser oidos, si asi lo solicitan, manifiesta
la voluntad de garantizar que se tomen en consideracién los intereses colectivos de
los citados trabajadores durante el procedimiento administrativo.

En estas circunstancias, el Tribunal de Primera Instancia considera que, segin el
Reglamento n® 4064/89, la situacién de los trabajadores de las empresa afectadas que
son objeto de la operacién de concentracién de que se trata puede, en ciertos casos,
ser tenida en cuenta por la Comisién cuando adopta su Decisién. Por ello, el Regla-
mento individualiza a los representantes reconocidos de los trabajadores de dichas
empresas, que constituyen una categoria cerrada y claramente delimitada en el
momento de la adopcién de la Decisién, otorgindoles, de manera expresa y espe-
cifica, el derecho de presentar sus observaciones durante el procedimiento adminis-
trativo. Estos érganos, que tienen a su cargo la defensa de los intereses colectivos
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de los trabajadores a quienes representan, justifican efectivamente un interés apre-
ciable en relacién con las consideraciones de orden social que, en su caso, pueden
ser tenidas en cuenta por la Comisién, en el marco de su apreciacién de la confor-
midad de la operacién con el Derecho comunitario.

Por consiguiente, segiin el Reglamento n® 4064/89, la designacién expresa de los
representantes de los trabajadores de las empresas afectadas por una operacién de
concentracién, entre los terceros que justifican un interés suficiente para ser oidos
por la Comisién, basta para diferenciarlos de cualquier otro tercero, sin que deba
acreditarse, como sostiene la Institucién demandada, a efectos de la apreciacién de
la admisibilidad del recurso, si, al menos a primera vista, dicha operacién puede ir
contra los objetivos sociales establecidos por el Tratado. En efecto, esta iltima cues-
tién debe ser objeto de una apreciacién en cuanto al fondo.

Por consiguiente, debe considerarse, en principio, que la Decisién de la Comisién
sobre la compatibilidad de una operacién de concentracién con el mercado comiin
afecta directamente a los representantes reconocidos de los trabajadores de las
empresas afectadas por dicha operacién.

En el presente caso, la Comisién no niega a las tres demandantes, a saber, el CCE
Perrier, el CE Perrier y el CG Perrier, su calidad de representantes reconocidos de
los trabajadores de las empresas afectadas, a efectos del apartado 4 del articulo
18 del Reglamento n° 4064/89, antes citado. En cuanto a CGT Perrier, la Institu-
cién demandada estima que corresponde al citado sindicato acreditar que su cali-
dad de representante de los trabajadores de las empresas afectadas por la operacién
de concentracién de que se trata estd reconocida por el Derecho francés.

A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia recuerda que corresponde a los
Estados miembros definir cuéles son los organismos competentes para representar
los intereses colectivos de los trabajadores y determinar sus derechos y sus
prerrogativas, sin perjuicio de que se adopten medidas de armonizacién (véase,
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por e¢jemplo, la Directiva 94/45/CE del Consejo, de 22 de septiembre de 1994, sobre
la constitucién de un comité de empresa europeo o de un procedimiento de
informacién y consulta a los trabajadores en las empresas y grupos de empresas de
dimensién comunitaria; DO L 254, p. 64). En el presente caso, la Comisién tam-
poco niega, a raiz de las precisiones aportadas por las demandantes en la réplica,
que el Derecho francés reconoce la representatividad del sindicato CGT Perrier en
la empresa Perrier en la medida en que dicho sindicato estd afiliado a la confede-
racién representativa CGT. Este hecho basta para considerar que CGT Perrier es
un representante reconocido de los trabajadores de las empresas afectadas por la
operacién de concentracién de que se trata, a efectos del apartado 4 del articulo
18 del Reglamento n°® 4064/89.

Por otra parte, la argumentacién de la Comisién por la que afirma que, al no haber
solicitado ser oidas durante el procedimiento administrativo, con arreglo al apar-
tado 4 del articulo 18 del Reglamento n°® 4064/89, tres de los cuatro demandantes,
a saber, el CCE Perrier, el CE Perrier y el CG Perrier, no estin individualmente
afectados por la Decisién, carece de cualquier fundamento. Al supeditar, como
norma general, la legitimacién de los terceros que gozan de derechos procesales
durante el procedimiento administrativo a su participacién efectiva en dicho pro-
cedimiento, la tesis de la Comisién afiade un requisito de admisibilidad adicional,
bajo la forma de un procedimiento administrativo previo obligatorio, que no estd
previsto en el articulo 173 del Tratado. Como sefialan los demandantes, esta inter-
pretacién restrictiva contradice las mencionadas disposiciones del Tratado que esta-
blecen que toda persona puede interponer recurso contra una Decisién que le afecte
directa ¢ individualmente.

El anélisis de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia confirma que la legitimacién
de los terceros que justifiquen un interés suficiente para ser oidos durante el pro-
cedimiento administrativo no estd necesariamente supeditada a su participacién en
dicho procedimiento. Otras circunstancias especificas pueden, llegado el caso, indi-
vidualizar a dichos terceros de una manera andloga a la del destinatario de la Deci-
sién impugnada. En efecto, contrariamente a las alegaciones de la Institucién deman-
dada, el Tribunal de Justicia tinicamente ha tomado en consideracidn, tanto en
materia de competencia como de dumping y de subvenciones, la participacién de
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terceros legitimados en el procedimiento administrativo para declarar que implica,
en ciertas condiciones particulares, una presuncién a favor de la admisibilidad de
su recurso dirigido a que el Juez comunitario compruebe no sélo si se han respe-
tado sus derechos procesales sino también si la Decisién adoptada a raiz de dicho
procedimiento incurre en error manifiesto de apreciacién o en desviacién de poder.
El Tribunal de Justicia no ha declarado nunca que su participacién en el procedi-
miento constituyera un requisito necesario para admitir que la Decisién de la Comi-
sién afecta individualmente a dichos terceros (véanse en especial las sentencias del
Tribunal de Justicia Metro/Comisién, antes citada, apartado 13; Fediol/Comisién,
antes citada, apartados 28 a 31; de 11 de octubre de 1983, Demo-Studio
Schmidt/Comisién, 210/81, Rec. p. 3045, apartados 14 y 15; de 20 de marzo de 1985,
Timex/Consejo y Comisién, 264/82, Rec. p. 849, apartados 11 a 17; Cofaz y
otros/Comisién, antes citada, apartado 25, y de 22 de octubre de 1986,
Metro/Comisién, 75/84, Rec. p. 3021, apartados 18 a 23).

En estas circunstancias, por lo que se refiere mis particularmente a los represen-
tantes reconocidos de los trabajadores de las empresas afectadas, cuyo niimero e
identidad podfan conocerse en el momento de la adopcién de la Decisién, el mero
hecho de que el Reglamento n° 4064/89 los mencione de manera expresa y especi-
fica entre los terceros que justifican un «interés suficiente» para presentar sus obser-
vaciones ante la Comisién basta para caracterizarlos respecto de cualquier otra per-
sona y para considerar que la Decisién adoptada con arreglo a dicho Reglamento
les afecta directamente, hayan o no hecho valer sus derechos durante el procedi-
miento administrativo. Asi pues, en el presente caso, debe considerarse, por todas
las razones que acaban de exponerse, que este requisito de admisibilidad estable-
cido en el articulo 173 del Tratado se cumple por lo que respecta a los cuatro deman-
dantes, tanto si han participado en el procedimiento como si no.

Por lo que se refiere, en segundo lugar, a la cuestién de si la Decisién impugnada
afecta directamente a los demandantes, debe sefialarse, en primer lugar, que la ope-
racién de concentracién de que se trata no puede ser lesiva para los derechos de los
representantes de los trabajadores de las empresas afectadas. Contrariamente a las
alegaciones de los demandantes, aun suponiendo que la concentracién lleve apare-
jada una disminucién de los ingresos de los distintos comités demandantes, a raiz
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de las supresiones de puestos de trabajo alegadas, no puede considerarse en ningtin
caso que semejante circunstancia sea lesiva para los derechos de dichos comités.
Estos 1iltimos no gozan de ningtn interés en el mantenimiento del nimero de tra-
bajadores por cuenta ajena de la empresa, con la finalidad especifica de evitar caal-
quier reduccién de sus ingresos cuya cuantia se basa en la de la masa salarial. En
efecto, los érganos de representacién de los trabajadores sélo pueden invocar sus
propios derechos en relacién con las funciones y las prerrogativas que tienen atri-
buidas, con arreglo a la legislacién aplicable, en una empresa con una estructura
determinada. A este respecto, ademds, el articulo 5 de la Directiva 77/187 establece
esencialmente que, en caso de transmisién de empresa, deben continuar garantizin-
dose el estatuto y la funcién de los érganos de representacién de los trabajadores
asi como las medidas de proteccién de que gozan conforme a las disposiciones lega-
les, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros. Segtin todas estas
consideraciones, sélo una Decisién que pueda influir en el estatuto de los érganos
de representacién de los trabajadores o en el ejercicio de las prerrogativas y de las
funciones que les confia la normativa en vigor, puede afectar los propios intereses
de dichos 6rganos. Esto no ocurre tratindose de una Decisién por la que se auto-
riza una concentracién.

Ademds, en cuanto al perjuicio que supuestamente conlleva la Decisién para las
facultades consultivas de los comités demandantes, dentro de la empresa, por lo que
se refiere, por ejemplo, a las decisiones derivadas de la propia operacién de con-
centracién, a la reestructuracién o a las supresiones de empleos alegadas, debe recor-
darse que el Reglamento n® 4064/89 establece las modalidades de control de las
operaciones de concentracidn, con arreglo al Derecho comunitario en materia de
competencia, sin perjuicio de que los representantes de los trabajadores de las empre-
sas afectadas ejerzan todos sus derechos, en el marco del régimen nacional aplica-
ble. A este respecto, ademds, el Reglamento n° 4064/89 confirma expresamente, en
su considerando trigesimoprimero, que «no implica menoscabo alguno de los dere-
chos colectivos de los trabajadores, tal como se reconocen en las empresas afecta-
das».

Por otra parte, debe sefialarse, a continuacién, que la argumentacién segiin la cual
la Decisién impugnada va directamente contra los intereses de los trabajadores de
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Perrier, en la medida en que implica, segtin los demandantes, la supresién de empleos
y la pérdida de ventajas colectivas, tampoco resiste al examen. A este respecto, es
importante subrayar que la normativa destinada a garantizar los derechos de los
trabajadores, especialmente en caso de concentracién, impide, como se demostrara
en los siguientes apartados, que la realizacién de una operacién de concentracién
lleve aparejados, por si misma, los efectos alegados sobre el nivel de empleo y las
condiciones de trabajo en las empresas afectadas. Por lo tanto, la produccién de
dichos efectos presupone la previa adopcién, segin los casos, por parte Gnicamente
de las empresas de que se trata o de los interlocutores sociales, con los requisitos
estrictamente definidos por las normas aplicables, de medidas auténomas en rela-
cién con la propia concentracién. Habida cuenta especialmente del margen de nego-
ciacién de los distintos interlocutores sociales, la posibilidad de que no se adopten
dichas medidas no es meramente tedrica, lo que excluye considerar que la Decisién
por la que se autoriza la concentracién afecte directamente los representantes de los
trabajadores (véanse las sentencias del Tribunal de Justicia de 17 de enero de 1985,
Piraiki Patraiki y otros/Comisién, 11/82, Rec. p. 207, y Cofaz y otros/Comisién,
antes citada).

Desde este punto de vista, estd claro, segtin la normativa aplicable, que no son inevi-
tables, a raiz de una operacién de concentracidn, las supresiones de empleos y la
alteracién de las ventajas sociales reconocidas a los trabajadores del grupo Perrier
ya sea por su contrato individual ya sea, especialmente dentro de la unidad econé-
mica y social de las empresas firmantes de este convenio, por el convenio colectivo
de empresa de 14 de marzo de 1989, al que se refieren los demandantes. En efecto,
la Directiva 77/187 establece, en su articulo 3, la transferencia al cesionario de los
derechos y obligaciones que resultaren para el cedente de un contrato de trabajo o
de una relacién laboral existente en la fecha de la transmisién de empresa. Ademds,
la misma Directiva precisa, en el parrafo primero del apartado 1 de su articulo 4,
que <el traspaso de una empresa [...] no constituye en si mismo un motivo de des-
pido para el cedente o para el cesionario».

A este respecto, debe observarse ademds que la anulacién de la Decisién de la Comi-
sién, en la medida en que autoriza la operacién de concentracién de que se trata al
condicionar su declaracién de compatibilidad especialmente a la obligacién, por
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parte de Nestlé, de ceder determinadas empresas pertenecientes al grupo Perrier, no
constituirfa una garantfa contra toda medida de supresién de empleos, con arreglo
a lo dispuesto en la Ley. En este contexto, el hecho de que la disposicién, antes
citada, del articulo 4 de la Directiva 77/187 continte indicando que «no impediri
los despidos que puedan producirse por razones econémicas, técnicas o de organi-
zacién, que impliquen cambios en el empleo», confirma que tales despidos no pue-
den nunca ser consecuencia directa de una operacién de concentracién, sino que
requieren la adopcién de medidas independientes, sujetas a un régimen idéntico al
que se aplica al margen de cualquier concentracién.

Asimismo, por lo que se refiere més particularmente a las alegaciones relativas a la
pérdida de las ventajas sociales de que disfrutan los trabajadores de Perrier, procede
sefialar que la misma Directiva 77/187 enuncia, en el parrafo primero del apartado
2 del articulo 3, que, «después del traspaso [...], el cesionario mantendri las condi-
ciones de trabajo pactadas mediante convenio colectivo, en la misma medida en que
éste las previé para el cedente, hasta la fecha de extincién o de expiracién del con-
venio colectivo, o de la entrada en vigor o de aplicacién de otro convenio colecti-
vo». A este respecto, debe recordarse que el articulo L. 132-8 del code du travail
francés establece, y no lo discuten las partes, que todo convenio colectivo —que
tiene por objeto, conforme a la definicidn enunciada en el articulo L. 132-1 de dicho
cédigo, regular todas las condiciones de trabajo— y todo pacto colectivo de tra-
bajo —que sélo regula, segtin dicha definicién, algunas condiciones— de duracién
indeterminada puede ser denunciado por las partes firmantes con los requisitos esta-
blecidos en el convenio o en el pacto. Cuando el convenio o el pacto es denunciado
a causa especialmente de una fusién, de una cesién o de una escisién, la misma
norma indica que dicho convenio o dicho pacto continuard aplicindose en su tota-
lidad hasta la entrada en vigor de un nuevo convenio o de un nuevo pacto o, en su
defecto, durante un periodo minimo de un afio a partir de la denuncia, con la par-
ticularidad de que los trabajadores afectados conservan las ventajas individuales
adquiridas si ¢l convenio o el pacto denunciados no han sido sustituidos al finalizar
este periodo. Por otra parte, las garantias relativas al mantenimiento de las ventajas
sociales quedan ademds reforzadas por el parrafo segundo del articulo 4 de la Direc-
tiva 77/187, antes citada, conforme al cual, cuando el contrato de trabajo se rescinde
como consecuencia de que la transmisién de empresa ocasiona una modificacién
sustancial de las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador, la rescisién se
considerard imputable al empresario.
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Segtin todos estos datos los contratos individuales en curso se transfieren integra-
mente a la nueva sociedad. En cuanto al convenio colectivo en vigor en el grupo
Perrier, continuard aplicindose en las condiciones definidas en el articulo L. 132-
8 del code du travail, antes citado. A este respecto, debe subrayarse que, segin la
normativa aplicable, la transmisién de una empresa, como ocurre en el presente caso,
no ocasiona por si misma la denuncia o cualquier tipo de modificacién de los con-
venios o de los pactos en vigor. No obstante si, como consecuencia de dicha cesién,
tuviera que revisarse el convenio colectivo, el parrafo séptimo del articulo L. 132-
8 del code du travail francés establece un régimen idéntico al que se aplica a cual-
quier denuncia por parte de una o varias partes firmantes, al margen de la hipotesis
de una transmisién de empresa, conforme a lo dispuesto en la Directiva 77/187 (véa-
se, en especial, la sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de noviembre de 1992,
Watson Rask y Christensen, C-209/91, Rec. p. I-5755, apartados 26 y ss).

Por consiguiente, en el presente caso, la adquisicién de Perrier por Nestlé, condi-
cionada a la cesién por esta ltima, a un tercero, de determinadas marcas y manan-
tiales del grupo Perrier, no tiene, por si misma, ninguna consecuencia directa sobre
los derechos que para los trabajadores de Perrier resultan de su contrato o de su
relacién laboral. A falta de cualquier nexo de causalidad directo entre, por un lado,
el perjuicio supuestamente ocasionado a estos derechos y, por otro, la Decisién de
la Comisién que condiciona en especial la autorizacién de concentracién a la cesién
de determinadas marcas y manantiales, los interesados deben disponer de un cauce
juridico apropiado para defender sus intereses legitimos no en la fase del control de
la conformidad a Derecho de dicha Decisién, sino en la del control de las medidas
que son la causa directa de los perjuicios alegados, que pueden ser adoptadas por
las empresas y, en su caso, por los interlocutores sociales afectados, al margen de
cualquier intervencién de la Comisién. En efecto, es precisamente en la fase de
adopcién de dichas medidas, cuyo control es competencia del Juez nacional, cuando
intervienen las garantias otorgadas a los trabajadores tanto por las disposiciones de
Derecho interno como por las de Derecho comunitario, como, en especial, la Direc-
tiva 77/187 del Consejo sobre la aproximacién de las legislaciones de los Estados
miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de
traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de centros de actividad
(antes citada; véase también la Propuesta de Directiva del Consejo presentada por
la Comisién el 8 de septiembre de 1994, sobre la aproximacién de las legislaciones
de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los traba-
jadores en caso de traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de
centros de actividad, con vistas a refundir la referida Directiva; DO C 274, p. 10),
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asi como la Directiva 75/129/CEE, de 17 de febrero de 1975, en su versién modi-
ficada por la Directiva 92/56, de 24 de junio de 1992, antes citadas.

Por todas las razones que se acaban de exponer, no puede considerarse que la Deci-
sién impugnada afecta directamente a los demandantes, sin perjuicio de la garantia
de los derechos procesales que les confiere el Reglamento n°® 4064/89 durante el
procedimiento administrativo. En efecto, debe recordarse que, como norma gene-
ral, cuando un Reglamento concede derechos procesales a terceros, estos Gltimos
deben disponer de un cauce juridico destinado a proteger sus intereses legitimos,
conforme a reiterada jurisprudencia (véase, en especial, la citada sentencia de 25 de
octubre de 1977, Metro/Comisién, apartado 13). A este respecto, debe seifialarse en
particular que el derecho de los terceros legitimados a ser debidamente oidos, a
instancia suya, durante el procedimiento administrativo, sélo puede ser apreciado
por los Tribunales comunitarios, en principio, en la fase de control de la legalidad
de la Decisién final de la Comisién. Por lo tanto, en el presente caso, las anteriores
consideraciones ponen de manifiesto que, aunque la Decisién final no afecta directa
y sustancialmente a los demandados, debe sin embargo reconocerse a estos tltimos
la legitimacién para impugnar dicha Decisién con la tinica finalidad de que se exa-
mine si no se han respetado, como alegan, las garantias procesales a las que legiti-
mamente podfan aspirar, durante el procedimiento administrativo, conforme al arti-
culo 18 del Reglamento n°® 4064/89. Sélo si el Tribunal de Primera Instancia apreciara
la existencia de una vulneracién significativa de dichas garantias, que pudiera afec-
tar al derecho de los demandantes a hacer valer eficazmente su postura durante el
procedimiento administrativo, si asi lo habfan solicitado, procederia anular dicha
Decisién por vicios sustanciales de forma. A falta de dicha vulneracién sustancial
de sus derechos procesales, el mero hecho de que los demandantes aleguen ante el
Tribunal comunitario la vulneracién de tales derechos durante el procedimiento
administrativo no puede llevar aparejada la admisibilidad del recurso en la medida
en que se basa en motivos referidos a la infraccién de normas materiales, puesto
que, como ya ha sefialado anteriormente este Tribunal, la situacién juridica de los
demandantes no estd directamente afectada por el tenor de la Decisién. Sélo si se
cumpliera este dltimo requisito los demandantes estarfan legitimados, conforme al
articulo 173 del Tratado, para solicitar al Tribunal de Primera Instancia que exami-
nase la motivacién y la legalidad material de la Decisién.,

I1-1237



47

48

49

50

SENTENCIA DE 27.4.1995 — ASUNTO T-96/92

Por consiguiente, debe declararse la inadmisibilidad del presente recurso, tnica-
mente en la medida en que no tiene por objeto la proteccién de las garantias pro-
cesales reconocidas a los demandantes durante el procedimiento administrativo.
Procede examinar, en cuanto al fondo, si, como sostienen estos tltimos, la Decisién
se adoptd sin haber respetado sus derechos procesales.

Sobre el fundamento del motivo basado en la vulneracién de los derechos pro-
cesales de los demandantes

Exposicion sumaria de las alegaciones de las partes

Los demandantes sostienen que la Comisién no les informé por escrito sobre la
naturaleza y el objeto del asunto, antes de la audiencia para que pudiera formular
su punto de vista. Por lo tanto, la Institucién demandada infringié las disposiciones
de los articulos 11, 12 y 15 del Reglamento n° 2367/90. A este respecto, CGT Perrier
niega que la mformamon aparecida en la prensa espec1ahzada pudiera subsanar la
omisién de la Comisién en lo que respecta a la comunicacién de dicha informacién,
prevista expresamente por la normativa comunitaria.

Ademds, los demandantes alegan que, en la medida en que el sindicato CGT Perrier
habia solicitado ser ofdo por la Comisién, debia, en calidad de tercero que justifi-
caba un «interés suficiente», no sélo ser oido en la audiencia que se le concedié el
2 de julio de 1992, sino también poder examinar el expediente, lo que ademds soli-
cité implicitamente en su escrito de 19 de junio de 1992, antes citado. Se basan en
el apartado 3 del articulo 18 del Reglamento n° 4064/89, que establece que «el acceso
al expediente sera posible al menos para las partes directamente interesadas, siem-
pre y cuando se respete el interés legitimo de las empresas de que no se divulguen
sus secretos de negocios».

Por ultlmo, alegan que la Comisién no avisé al sindicato CGT Perrier, habida cuenta
de su inexperiencia en el dmbito de los procedimientos con arreglo al Reglamento
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n® 4064/89, de la urgencia de presentar observaciones escritas antes de la fecha de la
audiencia, sefialada para el 2 de julio de 1992. Segiin los considerandos décimo y
undécimo del Reglamento n° 2367/90, antes citado, en efecto, la audiencia sélo esti
destinada, en principio, a completar las observaciones escritas previamente presen-
tadas. Por otra parte, la Comisién no informé a CGT Perrier de que durante la
audiencia podia estar asistida especialmente por un Abogado, conforme al apartado
3 del articulo 14 del Reglamento n® 2367/90.

En estas circunstancias, los demandantes consideran que la forma en que efectiva-
mente fueron oidos los representantes reconocidos de los trabajadores no permitié
a la Comisién tener en cuenta sus observaciones, como lo exigen las citadas dispo-
siciones. Dicha situacién equivale a una falta de audiencia y, dado que se trata de
una audiencia obligatoria, implica la nulidad del acto impugnado por vicios sustan-
ciales de forma, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

En efecto, CGT Perrier no puede ser considerada responsable de la precipitacién
con la que se la convocé a la audiencia de 2 de julio de 1992, sin recibir informa-
cién previa y, por consiguiente, sin tener la posibilidad de preparar su encuentro
con la administracién. Dicha precipitacién, imputable a la administracién, consti-
tuye, por el contrario, una vulneracién evidente del derecho de defensa.

La Comisién sostiene, por su parte, que la audiencia de CGT Perrier se desarrollé
conforme a los requisitos legales. En lo que respecta al supuesto derecho de los
demandantes a ser informados por escrito sobre la naturaleza y el objeto del asunto
antes de dar a conocer su punto de vista, alega, en su escrito de contestacién, que,
en su escrito de 19 de junio de 1992, antes citado, CGT Perrier no solicité ser ofda
como representante reconocida de los trabajadores de Perrier, con arreglo al apar-
tado 4 del articulo 18 del Reglamento n® 4064/89, sino simplemente ser informada
del estado en que se hallaba el procedimiento. La Comisién no estaba por ello
obligada a informarla previamente sobre la naturaleza y el objeto del asunto. En
cfecto, la Comisién considera que, aun admitiendo que este sindicato fuera un
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representante reconocido de los trabajadores de Perrier, el cardcter de su solicitud,
presentada ademds en una fase muy avanzada del procedimiento, justificaba la
convocatoria de una reunién sin informacién previa. Esta solucién era tanto mds
legitima cuanto que se suponia que el sindicato conocia bien la naturaleza y el objeto
del asunto, habida cuenta de las referencias abundantes hechas por los demandan-
tes a la prensa especializada, en el marco del presente litigio.

El derecho de acceso al expediente, establecido en el apartado 3 del articulo 18 del
Reglamento n° 4064/89, tiene por finalidad permitir a los interesados dar a conocer
su punto de vista sobre los cargos que les imputa la Comisién. Dado que la Deci-
sién impugnada no formula ningin cargo contra los representantes reconocidos de
los trabajadores de las empresas afectadas por la operaciéon de concentracién de que
se trata y no deniega ninguna solicitud que hubieran podido presentar con arreglo
al Reglamento n° 4064/89, estos wltimos no pueden tener acceso al expediente. Ade-
mds, y en cualquier caso, los demandantes no solicitaron en ningiin momento hacer
uso de su derecho a examinar el expediente.

Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

Debe recordarse, en primer lugar, que, con arreglo al apartado 4 del articulo 18 del
Reglamento n® 4064/89, la Comisién sélo estd obligada a oir a los representantes
reconocidos de los trabajadores de las empresas afectadas por la operacién de con-
centracién de que se trate, como terceros que acreditan un interés suficiente, siem-
pre que dichos representantes lo hayan solicitado efectivamente. Ademds, segiin el
décimo considerando del Reglamento n® 2367/90, esta solicitud debe presentarse, en
principio, por escrito.

En efecto, la proteccién de los intereses legitimos de los terceros que acreditan un
interés suficiente no exige que dispongan, durante el procedimiento administrativo,
de garantfas idénticas a las que se conceden a las personas afectadas por la opera-
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cién de concentracién de que se trate con objeto de asegurar el respeto de su dere-
cho de defensa durante el desarrollo del procedimiento ante la Comisién. Dado que
la Decisién, en principio, afecta directamente sus intereses, estas tltimas deben tener
acceso al expediente y se les debe permitir exponer su punto de vista sobre las
objeciones formuladas respecto a ellas, como establecen los apartados 1 y 3 del
articulo 18 del Reglamento n°® 4064/89. Por el contrario, los terceros sélo pueden
soportar, en su caso, los efectos de la Decisién que afectan a su esfera juridica. Por
ello, sélo se les reconoce, en el apartado 4 del articulo 18 del Reglamento n® 4064/89,
el derecho a ser oidos por la Comisién si asi lo solicitan, y tras haber acreditado,
como norma general, que tienen un interés suficiente para ello, para lo que basta
que los representantes de los trabajadores de las empresas afectadas acrediten que
el Derecho nacional aplicable reconoce su representatividad en la empresa. Esta
interpretacién queda confirmada por la sentencia del Tribunal de Justicia de 9 de
julio de 1987, Ancides/Comisién (43/85, Rec. p. 3131), apartado 8, que declaré que
la posicién procesal de los terceros legltlmados no puede asimilarse a [a de los inte-
resados, en el marco del Reglamento n° 17 del Consejo, de 6 de febrero de 1962,
Primer Reglamento de aplicaciéon de los articulos 85 y 86 del Tratado (DO 1962,
13, p. 204; EE 08/01, p. 22); el apartado 2 de su articulo 19 establece expresamente,
en términos idénticos en este punto a los del apartado 4 del articulo 18 del Regla-
mento n° 4064/89, que los terceros que justifiquen un interés suficiente sélo deben
ser oidos a su solicitud.

En el marco precisamente del sistema de proteccién de los respectivos derechos de
los interesados y de los terceros que acaba de describirse, el apartado 1 del articulo
15 del Reglamento n°® 2367/90 precisa que si los terceros que acrediten un interés
suficiente, como los representantes de los trabajadores de las empresas afectadas,
solicitan ser oidos, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 4 del articulo
18 del Reglamento n° 4064/89, «la Comisién les comunicard por escrito la natura-
leza y el objeto del asunto y les concedera un plazo para que puedan dar a conocer
sus puntos de vista». Con arreglo al apartado 2 de dicho articulo, «las terceras par-
tes contempladas en el anterior apartado 1 expresardn sus puntos de vista, por escrito
o verbalmente, en el plazo fijado. Podran confirmar sus observaciones orales por
escrito». Por el contrario, en caso de que los terceros que acrediten un interés sufi-
ciente no soliciten ser oidos, la Comisién «podrd, asimismo ofrecer[les] [...] la opor-
tunidad de expresar su punto de vista», conforme al apartado 3 del mismo articulo,
que no le impone entonces ninguna obligacién de informacién.
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En el presente caso, el examen de los documentos que obran en autos muestra cla-
ramente que CGT Perrier no present a la Comisién ninguna solicitud de audien-
cia, a efectos del apartado 4 del articulo 18 del Reglamento n° 4064/89, sino una
mera solicitud de informacidn, asi titulada en su escrito de 19 de junio de 1992:
«¢Podrfa indicarnos las fuentes de informacién que nos permitan tener datos mds

. precisos acerca de la investigacién que lleva a cabo la Comisién de las Comunida-

des Europeas sobre la operacién de compra de Source Perrier por Nestlé/Demilac?»
En estas circunstancias, el mero hecho de que CGT Perrier justifique en este mismo
escrito su solicitud de informacién por ser un sindicato representativo dentro del
grupo Perrier y, en particular, por haber presentado una denuncia ante los 6rganos
jurisdiccionales nacionales relativa a distintas operaciones financieras en relacion
con la OPA de Nestlé sobre Perrier no basta para interpretar dicho escrito como
una solicitud de audiencia, ni siquiera presunta, con arreglo al apartado 4 del arti-
culo 18 del Reglamento n° 4064/89, en calidad de representante reconocido de los
trabajadores de Perrier. El telefax enviado por la Comisién a CGT Perrier, el 29 de
junio siguiente, para confirmar la celebracién de una «reunién informativa» el 2 de
julio siguiente, prueba ademis que dicho escrito no fue interpretado por esta Ins-
titucién como una solicitud de audiencia. Por otra parte, el sindicato de que se trata
tampoco ha presentado ninguna solicitud de este tipo. En efecto, este dltimo no
alega haber formulado semejante solicitud ni formalmente, con posterioridad a su
escrito de 19 de junio de 1992, antes citado, ni siquiera durante la reunién de 2 de
julio de 1992. Ademdis, el escrito de CGT Perrier dirigido a la Comisién, de 3 de
julio de 1992, confirma explicitamente que la referida reunién tenia efectivamente,
segtn dicho sindicato, el caricter de una mera reunién informativa.

Por lo tanto, a falta de solicitud de audiencia por parte de CGT Perrier, la Comi-
sién no esti obligada, con arreglo al articulo 15 del Reglamento n® 2367/90 (véase
el apartado 57 supra), a comunicar por escrito a este sindicato, en respuesta su escrito
de 19 de junio de 1992, la naturaleza y el objeto del asunto, antes de ofrecerle la
oportunidad de dar a conocer su punto de vista.

En el presente caso, la Comisién no sélo accedié a la solicitud de informacién de
CGT Perrier, convocando una reunién informativa el 2 de julio de 1992. Ofrecid,
ademds, a los representantes de este sindicato la posibilidad de presentar sus obser-
vaciones, durante dicha reunién, acerca de las repercusiones sociales de la opera-
cién de concentracién de que se trata, a lo que le daba derecho el apartado 3 del
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articulo 15 del Reglamento n® 2367/90, que establece que esta Institucién puede, en
general, oir a terceros en supuestos distintos de aquéllos en los que una persona que
justifica un interés suficiente ha solicitado ser oida. Ademads, segiin las indicaciones
no controvertidas aportadas por la Comisién sobre este extremo, tras la reunién,
CGT Perrier presentd, a instancias de esta Institucién, observaciones escritas com-
plementarias y le suministré datos adicionales en respuesta a las preguntas formu-
ladas por la Comisién durante la reunién. Por otra parte, segiin las observaciones
de la Comisién, que los demandantes no han negado, CGT Perrier no formulé
ninguna objecidn, especialmente durante la referida reunién, en lo que respecta a
las dificultades que los demandantes alegan haber encontrado para expresar su punto
de vista, debido a la supuesta falta de informacién escrita.

En lo que respecta al motivo basado en el hecho de que la Comisién no hubiera
informado a CGT Perrier que podia presentar sus observaciones escritas antes de
la fecha de la reunién convocada para el 2 de julio de 1992, es preciso recordar que,
en las circunstancias del caso, ninguna disposicién imponia tal obligacién. En par-
ticular, el apartado 3 del articulo 15 del Reglamento n°® 2367/90, en el que se basé la
Comisién en el presente caso para oir a CGT Perrier, como muestran las anteriores
consideraciones, no contiene ninguna indicacién relativa a la forma en la que los
terceros legmmados que no han solicitado ser oidos pueden sin embargo expresar
su punto de vista a instancias de la Comisién. Ademds, y en cualquier caso, aun en
el supuesto de que los demandantes hubieran solicitado ser oidos con arreglo al
apartado 4 del articulo 18 del Reglamento n°® 4064/89, no debe olvidarse que el
apartado 2 del articulo 15 del Reglamento n® 2367/90 se limita a establecer que los
terceros que justifiguen un interés suficiente podrin dar a conocer sus puntos de
vista, si asi lo solicitan. Dicho articulo no contiene ninguna indicacién relativa a la
forma, escrita u oral, de sus observaciones. Por consiguiente, l]a Comisién no estaba
obligada de ningtin modo, en el presente caso, a ofrecer al sindicato de que se trata
la posibilidad de presentar observaciones escritas, antes de la reunién de 2 de julio
de 1992,

El undécimo considerando del Reglamento n® 2367/90, invocado por los deman-
dantes, confirma esta interpretacién del articulo 15, antes citado. En cfecto, tras
haber subrayado que «es conveniente que todas las personas a las que sc penmlm
presentar sus observaciones lo hagan por escrito, tanto en su propio interés como
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en el de una buena administracién, sin petjuicio, en su caso, de que puedan solici-
tat una audiencia para completar las observaciones escritas», el citado considerando
matiza este principio al prec1sar que, «en casos urgentes, la Comisién debe, no obs-
tante, tener la posibilidad de ofr inmediatamente a los interesados o a terceros, sin
perjuicio del derecho de las personas que sean oidas de confirmar sus observacio-
nes orales por escrito». En el presente caso, debido a la urgencia con la que la Comi-
sién debia convocar una reunién informativa con CGT Perrier, en respuesta a la
solicitud que éste habia presentado el 19 de junio de 1992, en una fase ya avanzada
del procedimiento que se habia iniciado el 25 de marzo de 1992 y cuando las partes
interesadas habfan sido oidas el 25 de mayo de 1992, la Comisién sefialé acertada-
mente el 2 de julio de 1992 como fecha de dicha reunién, al tiempo que reservaba
al sindicato la posibilidad de presentar observaciones escritas complementarias tras
la reunién, durante la que habia expuesto sus alegaciones.

Por otra parte, si bien es cierto que las personas oidas por la Comisién, a su soli-
citud o a instancias de esta Institucién, pueden estar asistidas por un Abogado,
conforme al articulo 14 del Reglamento n° 2367/90, ninguna disposicién de dicho
Reglamento obliga a la Comisién a informarlas sobre esta facultad. Aun cuando tal
informacién podria considerarse deseable, su omisién no puede tener como efecto
la anulacién del procedimiento.

Por lo que se refiere, por tltimo, al derecho de acceso al expediente invocado por
las demandantes, debe recordarse que, a tenor del apartado 3 del articulo 18 del
Reglamento n® 4064/89, «el acceso al expediente serd posible al menos para las par-
tes directamente interesadas, siempre y cuando se respete el interés legitimo de las
empresas de que no se divulguen sus secretos de negocios». Esta disposicién no
puede de ningtin modo interpretarse en el sentido de que obliga a la Comisién a
dar vista del expediente autométicamente a todo tercero que sea oido, a su solicitud
o a instancias de la Comisién, durante el procedimiento administrativo. Por lo tanto,
en la medida en que el sindicato de que se trata no se encontraba entre las «partes
directamente interesadas» por la operacién de concentracién, a efectos del apartado
3 del articulo 18, antes citado, en ningtin caso podia incumbir a la Comisién ofre-
cerle examinar el expediente. En este contexto, sin que sea necesario pronunciarse,
en el marco del presente litigio, sobre la cuestién de si, y en qué circunstancias,
puede reconocerse a los terceros que acrediten un interés suficiente para ser oidos
el derecho de acceso al expediente si asi lo solicitan, basta sefialar que, de todas
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formas, en el presente caso, la solicitud de informacién dirigida por CGT Perrier a
la Comisién en su escrito de 19 de junio de 1992, antes citado, no contenfa, ni
siquiera presuntamente, ninguna solicitud de examen del expediente. Por consi-
guiente, no puecde censurarse a la Comisién que CGT Perrier no haya podido
examinar el expediente.

Por todas las razones que se acaban de exponer, el motivo basado en la vulneracién
de los derechos procesales de los demandantes y, en particular, los de CGT Perrier,
debe desestimarse por infundado.

Por consiguiente, el presente recurso debe desestimarse en su totalidad.

Costas

A tenor del apartado 2 del articulo 87 del Reglamento de Procedimiento, la parte
que pierda el proceso serd condenada en costas, si asi lo hubiera solicitado la otra
parte. Sin embargo, este mismo articulo establece, en su apartado 3, que el Tribunal
de Primera Instancia puede decidir, en circunstancias excepcionales, que cada parte
abone sus propias costas.

Al tratarse, en el presente caso, del primer recurso interpuesto por érganos de repre-
sentacién de los trabajadores de las empresas afectadas por una operacién de con-
centracién contra la Decisién de la Comisién por la que autoriza dicha operacién
con arreglo al Reglamento n® 4064/89, procede condenar a la Comisién a soportar
su propias costas.
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En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Segunda ampliada)
decide:
1) Desestimar el recurso.
2) Cada parte cargara con sus propias costas, incluidas las del procedimiento
sobre medidas provisionales.

Vesterdorf Barrington Saggio

Kirschner Kalogeropoulos

Pronunciada en audiencia puiblica en Luxemburgo, a 27 de abril de 1995.

El Secretario El Presidente

H. Jung B. Vesterdorf
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